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La presente crónica abarca el período entre el 1 de septiembre de 2025 y el 31 

de marzo de 20261. 

 

I. DERECHO A LA EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS “EN SUS PROPIOS 
TÉRMINOS” Y CONTAMINACIÓN ACÚSTICA 

STSJA de 19 de diciembre de 2025, rec. 1317/2025 

Aborda la STSJA de 19 de diciembre de 2025 (Sala de lo Contencioso-

administrativo, Sección 3ª, Sede de Granada), rec. 1317/2025, la debatida 

cuestión del alcance de las actuaciones de ejecución de las sentencias una vez 

 

1 Para la elaboración de la crónica se ha utilitzada la base de datos CENDOJ. 
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firmadas, en relación en concreto con la evitación de ruidos y molestias deriva-

dos de una actividad de ocio. 

La sentencia a ejecutar condenaba al Ayuntamiento por inactividad a la clausu-

ra temporal de la actividad de una sala de ocio por vulneración de los derechos 

fundamentales de los arts. 15 y 18 de la Constitución. 

El TSJA confirma, como no podía ser de otra forma, que el derecho a la ejecu-

ción de sentencias y demás resoluciones judiciales firmes constituye una mani-

festación del derecho a la tutela judicial efectiva, puesto que, en caso contrario, 

las decisiones judiciales y los derechos que en las mismas se reconozcan o 

declaren serían meras declaraciones de intenciones y, por tanto, quedaría sin 

garantizar realmente la efectividad de la tutela judicial (así, STC 37/2007, de 12 

de febrero). Derecho a la ejecución que debe realizarse “en los propios térmi-

nos” de la resolución correspondiente, con sujeción al principio de inmodificabi-

lidad de lo juzgado, como auténtico derecho subjetivo de los interesados. El de-

recho a la intangibilidad de las resoluciones judiciales firmes se integra, pues, 

en el derecho a la ejecución de las mismas. 

Pues bien, en el caso planteado, se había dado la razón a los demandantes 

respecto a la producción de ruidos y molestias, sobre la base de las limitacio-

nes contenidas en el Decreto 6/2012, de 17 de enero, por el que se aprueba el 

Reglamento de Protección contra la Contaminación Acústica en Andalucía (hoy 

derogado por el Decreto 50/2025, de 24 de febrero, por el que se aprueba el 

Reglamento para la preservación de la calidad acústica en Andalucía), conde-

nándose al Ayuntamiento a adoptar la medida provisional de clausura de la sa-

la de fiestas con precinto de su maquinaria y climatización y ventilación hasta la 

acreditación del cumplimiento de la normativa municipal correspondiente. 

Por parte del Ayuntamiento se llevó a cabo, entonces, la inspección correspon-

diente, emitiéndose informe favorable a la apertura, exigiéndose entonces por 

los recurrentes el nombramiento de un perito judicial para la verificación de di-

cho cumplimiento. 

Entiende el TSJA que la sentencia no se ha cumplido de forma efectiva, res-

pondiendo el informe emitido a la nueva solicitud de clausura temporal de la sa-

la de fiestas, pero no al cumplimiento íntegro de la resolución emitida. Y con-
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cluye el TSJA de forma contundente (reiterando la jurisprudencia anterior): el 

papel de la Administración en la ejecución de las sentencias judiciales se re-

sume en el “deber de colaborar en su cumplimiento”, de tal forma que es el 

“Órgano judicial el que adquiere absoluto protagonismo en ejecutar lo ju-

zgado por mandato constitucional, lo que se traduce no sólo en velar por el 

control del correcto actuar de la Administración, sino que se le asigna la 

principialísima misión de protección de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos, y ejecutar lo juzgado forma y conforma el derecho a la tutela 

judicial efectiva” 

 En definitiva, “es el órgano judicial el que conserva el absoluto control de la 

ejecución”, que aunque, como es el caso planteado, competa materialmente a 

la Administración condenada (realización de análisis, pruebas e inspecciones), 

no habilita a la misma a separarse de los estrictos términos de la sentencia, 

sobre todo cuando se trata de la tutela jurisdiccional de auténticos derechos 

fundamentales de los ciudadanos como son el derecho a la vida y a la integri-

dad física y moral (art. 15 CE) y el derecho a la inviolabilidad del domicilio (art. 

18 CE), vulnerados por la inactividad administrativa municipal en el control de 

la contaminación acústica producida. 

II. DIFERENCIA ENTRE LEGITIMACIÓN EN MATERIA MEDIOAMBIENTAL Y 
ADQUISICIÓN DE LA CONDICIÓN DE INTERESADO EN UN 
PROCEDIMIENTO CONCRETO 

STSJA de 15 de enero de 2026, rec. 578/2023 

Sostiene la STSJA de 15 de enero de 2026 (Sala de lo contencioso-

administrativo, Sede de Granada, Sección 3ª), rec. 578/2023, que una cosa es 

la legitimación de una Asociación Ecologista en virtud de la Ley 27/2006, de 18 

de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de par-

ticipación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, como 

legitimación genérica de acceso a la justicia, y otra la adquisición de la condi-

ción de interesado en un procedimiento administrativo. 

Siguiendo la jurisprudencia previa del TS, confirma el TSJA que esta acción no 

es una auténtica “acción popular”, tal y como se prevé en algunos sectores del 

ordenamiento jurídico, sino una “acción colectiva peculiar” (o, como mucho, una 
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acción popular restringida) con unos límites concretos y específicos, empezan-

do por la propia titularidad de la misma, reservada no a cualquier persona -

física o jurídica- sino a las asociaciones dedicadas a la defensa del medio am-

biente. 

En el caso planteado, dado que la asociación ecologista no instó la persona-

ción en el procedimiento administrativo de control público correspondiente (Au-

torización Ambiental Unificada), no puede reconocerse su legitimación como 

parte interesada, ni siquiera en el caso, como había sucedido, de ejercicio pre-

vio del derecho a obtener información medioambiental de la Administración co-

rrespondiente. Recuerda el TSJA así, finalmente, que el interesado en un pro-

cedimiento administrativo es toda persona -física o jurídica- cuyo derecho sub-

jetivo o interés legítimo individual o colectivo puede resultar afectado por la re-

solución que se dicte en dicho procedimiento, siendo necesaria la personación 

para ostentar en definitiva la condición de interesado, antes de dictarse en 

cualquier caso la resolución definitiva. 

III. VERTIDOS MUNICIPALES DE AGUAS RESIDUALES Y 
DIFERENCIACIÓN ENTRE LA COMPETENCIA SOBRE EL 
SANEAMIENTO O DEPURACIÓN DE LAS AGUAS RESIDUALES Y LA 
COMPETENCIA SOBRE LA REALIZACIÓN DE LAS OBRAS 
HIDRÁULICAS NECESARIAS PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 

SSTSJA de 22 de diciembre de 2025, rec. 1440/2022 

STSJA de 11 de febrero de 2026, rec. 547/2023 

STSJA de 25 de febrero de 2026, rec. 159/2022 

STSJA de 9 de marzo de 2026, rec. 932/2022 

STSJA de 9 de marzo de 2026, rec. 992/2022 

Se ha enfrentado el TSJA en este período en diferentes pronunciamientos a la 

diferenciación competencial reseñada, a partir de la conocida STS 66/2022, de 

26 de enero (rec. 341/2020), con la consiguiente anulación en algunos casos 

de las sanciones económicas impuestas y la obligación adicional de indemnizar 

los daños causados al dominio público hidráulico como consecuencia de los 
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vertidos residuales sin depurar realizados por los entes municipales recurren-

tes. 

Entiende el TSJA resumidamente que estando acreditado que el origen de la 

sanción impuesta se encuentra en la falta de ejecución de las infraestructuras 

hidráulicas necesarias para poder llevar a cabo la depuración y el tratamiento 

adecuados de las aguas residuales, la responsabilidad del incumplimiento ha 

de trasladarse, en su totalidad, al nivel político-administrativo competente para 

la ejecución de las mismas, es decir, a la Comunidad Autónoma. A modo de 

“círculo vicioso”, el incumplimiento de su competencia/responsabilidad ha im-

pedido, así, el cumplimiento de las competencias/responsabilidades municipa-

les respecto de la prestación del servicio de depuración y tratamiento de las 

aguas residuales. 

No se aprecia, pues, culpabilidad de los entes locales en la comisión de las 

conductas realizadas, por falta de competencia, responsabilidad y capacidad 

efectiva de cumplimiento de los servicios necesarios. 

Hay que tener en cuenta, sin embargo, siguiendo la posterior STS de 24 de 

septiembre de 2025 (rec. 4058/2024), que no hay en estos casos realmente 

una exoneración automática y general de responsabilidad de los Ayuntamien-

tos, exigiéndose la concurrencia de tres requisitos para eximir de responsabili-

dad a la entidad local: i) que la Administración autonómica haya incumplido sus 

obligaciones en materia de ejecución de obras hidráulicas; ii) que tales obras 

resulten imprescindibles o necesarias para el tratamiento de las aguas residua-

les; y iii) que el hecho de no hacer el vertido comprometa gravemente la salud 

de las personas (seguida de la STS 1329/2025, de 22 de octubre). 

En este sentido, en la STSJA de 22 de enero de 2016 se ejemplifica un su-

puesto de exoneración de responsabilidad del municipio por falta de antijuridi-

cidad de la acción, al existir una causa de justificación, en concreto, el “estado 

de necesidad”: 

“para poder realizar el vertido ajustado a la legalidad, era preciso contar 

con la obtención previa de la autorización y para que esa autorización se 

concediera era preciso también la existencia de unas infraestructuras de 

depuración de aguas residuales, cuyo proyecto y ejecución corresponde a 

la Junta de Andalucía, que ha incumplido esa responsabilidad, sin que las 



L. Mellado Ruiz  RCDA Vol. XVII Núm. 1 (2026) 

 6 

administraciones sancionadas puedan sustituirla en esa tarea por carecer 

de capacidad económica y competencia para realizarlas. La alternativa al 

vertido, ante la imposibilidad de obtener la autorización y para no cometer 

la infracción, sería retener las aguas residuales en los hogares, circunstan-

cia que, de forma notoria, pone en grave riesgo la salud de las personas 

que habitan en esos núcleos de población” 

(e incluso igual hubiera sido la solución si en las aguas residuales procedentes 

de la red de alcantarillado hubiera, junto a las procedentes de hogares, vertidos 

de origen industrial). Como dice expresamente al respeto la STSJA (Sala de lo 

Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sede de Granada) de 9 de marzo de 

2026, rec. 932/2022, 

“los vertidos litigiosos responden a una situación o a un estado de necesi-

dad de los municipios influidos por un conflicto de bienes jurídicos a que de 

forma ineludible se ven abocados, precisamente, por tal incumplimiento” 

. Como sostiene finalmente el TSJA, la exoneración de responsabilidad no sólo 

alcanza a la sanción principal, sino también a la obligación de indemnizar los 

daños y perjuicios causados y a la obligación de corregir el vertido. 

Esta diferenciación clave entre las competencias relativas al saneamiento o 

depuración de las aguas residuales (locales) y las relativas a la realización de 

las obras hidráulicas necesarias para su prestación (autonómicas), ha servido 

de base igualmente, por ejemplo en la STSJA de 22 de diciembre de 2025, rec. 

1440/2022, para ratificar la responsabilidad autonómica por falta de cumpli-

miento de las exigencias europeas en esta materia. Dado que el incumplimien-

to de dicha normativa sobre tratamiento de aguas residuales, razona el TSJA, 

del que derivan las sanciones impuestas al Estado, trae causa de la falta de 

ejecución de las infraestructuras necesarias para llevar a cabo de forma efecti-

va el saneamiento o depuración de las aguas residuales, hay que atender, a 

efectos de imputar la responsabilidad correspondiente, a los títulos competen-

ciales relativos a la ejecución de infraestructuras hidráulicas (en este caso, a la 

Administración de la Junta de Andalucía).  

En la STSJA (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 3ª, Sede de Sevi-

lla) de 11 de febrero de 2026, rec. 547/2023, se precisa que las soluciones re-
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señadas de exclusión de la responsabilidad son predicables de todos los muni-

cipios, en tanto que es la Comunidad Autónoma la que tiene que velar por la 

efectiva existencia de las estaciones depuradoras en los municipios, se haya 

declarado éstas o no como urgentes o prioritarias. 

IV. EXTINCIÓN DE UNA CONCESIÓN DE INSTALACIÓN DE TRATAMIENTO 
DE RESIDUOS Y FALTA DE PRONUNCIAMIENTO MUNICIPAL, TRAS LA 
REVERSIÓN, SOBRE LA TITULARIDAD DE LAS INSTALACIONES 

STSJA de 29 de enero de 2026, rec. 575/2019 

Estudia la STSJA de 29 de enero de 2026 (Sala de lo Contencioso-

administrativo, Sede de Málaga, Sección 1ª), rec. 575/2019, la legalidad de una 

sanción impuesta por falta de documentación y ejecución del plan de clausura 

y mantenimiento postclausura de una planta de tratamiento de residuos (al exi-

girlo así expresamente la Autorización Ambiental Integrada otorgada), que, al 

finalizar por cumplimiento del plazo establecido la concesión correspondiente, 

habría revertido en principio a la entidad local correspondiente. 

Señala el TSJA que, con dicha reversión, la anterior concesionaria quedaría 

despojada del “control” sobre la explotación de la instalación, añadiéndose que 

la Administración ambiental nunca se llegó a pronunciar expresamente sobre la 

solicitud de transmisión de la Autorización Ambiental Integrada a favor del 

Ayuntamiento correspondiente. 

Sobre estas premisas, el TSJA hace prevalecer la seguridad jurídica sobre el 

ejercicio de las potestades sancionadoras, declarando que no se puede impu-

tar responsabilidad a la entidad privada concesionaria, a título de dolo o culpa, 

cuando en ningún momento se obtuvo respuesta expresa sobre dicha solicitud 

de transmisión de la Autorización Ambiental Integrada. No existe, pues, res-

ponsabilidad sancionadora sin previa aclaración de la situación jurídico-

ambiental correspondiente, y, en concreto, sobre la titularidad, una vez reverti-

das las instalaciones, del título ambiental de habilitación. Y como quiera que el 

fundamento de los deberes impuestos tiene su anclaje en la imposición de una 

sanción administrativa de la que es consecuencia accesoria, esta consecuen-

cia derivada, se concluye, debe decaer por pérdida de su fundamento material. 

V. EL CAMBIO DE USO DE FORESTAL A AGRÍCOLA NO CONSTITUYE NI 
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UNA INFRACCIÓN CONTINUADA NI UNA INFRACCIÓN PERMANENTE, 
SINO UNA “INFRACCIÓN DE ESTADO” 

STSJA de 5 de marzo de 2026, rec. 45/2024 

Frente a la propuesta de sanción correspondiente, entiende la STSJA (Sala de 

lo Contencioso-administrativo, Sección 3ª, Sede de Sevilla) de 5 de marzo de 

2026, rec. 45/2024, que el cambio de uso de forestal a agrícola de una zona 

catalogada como Zona A en el Plan Especial de Ordenación de las zonas de 

regadíos ubicadas al norte de la Corona Forestal de Doñana no constituye 

realmente ni una infracción continuada, la cual exige pluralidad de acciones 

que infrinjan el mismo precepto, ni una infracción permanente, la cual requiere, 

no un concurso de ilícitos, sino una única acción de carácter duradero, cuyo 

contenido antijurídico se prolongue a lo largo del tiempo, en tanto el sujeto acti-

vo no decida cesar en la ejecución de su conducta, sino una “infracción de es-

tado”, constituida por un acto instantáneo cuyos efectos se prolongan en el 

tiempo, caracterizada porque el tipo normativo sólo describe la producción de 

un estado antijurídico -el reseñado cambio de uso- pero no su mantenimiento, 

de manera que se consuma cuando se produce dicho estado antijurídico, mo-

mento en el que comienza, a los efectos planteados en este caso, el plazo de 

prescripción. 

Hay que tener en cuenta sin embargo que se imputaban realmente dos infrac-

ciones, y la solución difiere en el caso de la segunda, consistente en la ocupa-

ción de monte público, que sí se caracteriza por una situación ilegal mantenida 

en el tiempo, de tal forma que en este segundo caso la infracción no cesa 

mientras se mantenga en el tiempo la conducta descrita y sólo sería al cesar 

cuando se iniciaría, en su caso, el plazo de prescripción correspondiente, exis-

tiendo pues responsabilidad aunque las actuaciones iniciales de transformación 

las hubiera realizado el anterior titular de la explotación. 

El recurso finalmente sí que es desestimado, pero por caducidad de la acción 

para perseguir la infracción, en tanto que según el art. 93 de la Ley 2/1992, de 

15 de junio Forestal de Andalucía (hoy derogada por la Ley 3/2026, de 13 de 

marzo, de Montes de Andalucía), la acción caduca cuando, conocida por la 

Administración su existencia y finalizadas las diligencias dirigidas al esclareci-

miento de los hechos, hubiera transcurrido seis meses sin que la autoridad 
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competente ordene incoar el oportuno procedimiento, o, iniciado el procedi-

miento sancionador, transcurran seis meses sin actividad de la Administración, 

que es lo que se produjo en el presente caso.  

VI. LA DECLARACIÓN DE UNA MASA DE AGUA EN RIESGO DE NO 
ALCANZAR UN BUEN ESTADO CUANTITATIVO O QUÍMICO 
EQUIVALE, A EFECTOS DE LA POSIBILIDAD DE AUTORIZAR 
APROVECHAMIENTOS PRIVADOS, A UN ACUÍFERO DECLARADO 
COMO SOBREEXPLOTADO, SIN QUE EXISTAN DERECHOS 
CONSOLIDADOS AL RESPECTO ANTES DE LA CONFORMIDAD DE LA 
ADMINISTRACIÓN 

STSJA de 9 de marzo de 2026, rec. 59/2022 

Según la STSJA (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 3ª, Sede de 

Sevilla) de 9 de marzo de 2026, rec. 59/2022, la declaración de una masa de 

agua “en riesgo” equivale, a los efectos de lo previsto en el art. 54.2 TRLA 

(aprovechamientos privativos por disposición legal), a la declaración de acuífe-

ro sobreexplotado o en riesgo de estarlo. Por ello, en estos casos, para el su-

puesto del aprovechamiento de aguas subterráneas inferior a 7.000 m3, se sus-

tituye la comunicación prevista en la normativa general por un régimen estricto 

de autorización administrativa. 

Aún más, una vez declarada la masa como sobreexplotada o en riesgo de es-

tarlo, no podrán realizarse nuevas obras amparadas en el uso privativo por dis-

posición legal reseñado sin la correspondiente autorización, a los efectos de 

controlar el impacto de los aprovechamientos sobre el estado cuantitativo y 

químico de la masa afectada. 

Así pues, sentencia el TSJA, la declaración de riesgo opera como un presu-

puesto habilitante que activa automáticamente el régimen restrictivo del art. 

54.2 TRLA, afectando la suspensión del derecho al aprovechamiento privativo 

a toda la masa de agua declarada en riesgo. 

En cualquier caso, y frente a las alegaciones de la parte recurrente, la comuni-

cación prevista en el art. 54.2 TRLA tampoco otorga, por sí misma, un derecho 

adquirido, sino únicamente una expectativa sometida al control posterior de la 

Administración, o, como sostiene el TS, “un interés legítimo individualizado a 
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que se resuelva su petición”, pero desde un correcto ejercicio de su discrecio-

nalidad y atendiendo al interés público (STS de 7 de octubre de 2011, rec. 

4455/2007), de tal forma que hasta que no se emita y notifique una resolución 

expresa de conformidad, el derecho (al aprovechamiento privativo) no se per-

fecciona ni puede considerarse incorporado al patrimonio jurídico del interesa-

do (en el mismo sentido, STSJA de 15 de enero de 2025, rec. 739/2020), y to-

do ello con aplicación de la normativa y la planificación hidrológica vigente al 

momento de la resolución (no de la solicitud o comunicación inicial del intere-

sado). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


